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CARTA DE ENTENDIMIENTO INTERINSTITUCIONAL ENTRE LA 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Y LA PROCURADURÍA 

PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS. 

NOSOTROS: MIRIAM GERARDINE ALDANA REVELO, mayor de edad, 
Abogada, del domicilio de Apopa, departamento de San Salvador, con Documento 
Único de Identidad número cero cero doscientos veintiocho mil seiscientos 
diecisiete - tres: en mi calidad de Procuradora General de la República, según 
consta en el Decreto Legislativo Número trescientos tres, publicado en el Diario 
Oficial Número ochenta y uno, Tomo Número cuatrocientos veintitrés, de fecha seis 
de mayo de dos mil diecinueve, por medio del cual fui electa en el referido cargo, 
para el periodo de tres años, contados a partir del dos de mayo de dos mil 
diecinueve; actuando en nombre y representación de la PROCURADURÍA 
GENERAL DE LA REPÚBLICA; y JOSÉ APOLONIO TOBAR SERRANO, mayor 
de edad, Abogado, del domicilio de Santa Ana, departamento de Santa Ana; con 
Documento Único de Identidad número cero cero trescientos ochenta y cuatro mil 
seiscientos trece - ocho, en mi calidad de Procurador para la Defensa de los 
Derechos Humanos según consta en el Decreto Legislativo Número Cuatrocientos 
Cuarenta, publicado en el Diario Oficial Número Ciento Noventa y Siete, Tomo 
Número Cuatrocientos veinticinco, de fecha veintiuno de octubre de dos mil 
diecinueve, por medio del cual fui electo en el referido cargo, para el periodo de tres 
años, contados a partir de la misma fecha, actuando en nombre y representación 
de la PROCURADURÍA PARA LA DEFENSA DE . LOS DERECHOS HUMANOS, 
en adelante denominadas "LAS PARTES". También presente la señora EVA 
RODRÍGUEZ BELLEGARRIGUE, Directora del Proyecto Derechos y Dignidad, en 
representación de USAID en El Salvador, en su calidad de Testigo Honorífico. "LAS 
PARTES", en uso de nuestras facultades legales conferidas en los artículos 1, 2, 
86, 191 y 194 de la Constitución de la República; artículos 2,3, y 12 numeral 16 de 
la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República; artículos 1,2, 11 
numeral 13 y artículo 12 numeral 8 de la Ley de la Procuraduría para la Defensa de 
los Derechos Humanos; y artículos 2 y 20 de la Ley de Procedimientos 
Administrativos y CONSIDERANDO: 

l. Que el Estado se encuentra organizado para la consecución de la Justicia, 
la Seguridad Jurídica y el bien común, siendo su origen y finalidad la persona 
humana. 



11. Que es responsabilidad de los órganos e instituciones de gobierno colaborar 
entre sí en el ejercicio de las funciones públicas, siendo algunos de tales 
mecanismos cartas, convenios, acuerdos y demás instrumentos. 

111. Que existe interés compartido entre las partes en crear Vínculos de 
comunicación e intercambio y gestionar, desarrollar programas y 
actividades permanentes tendientes al mejoramiento de sus funciones 
constitucionales y legales que favorezcan la calidad de los servicios a la 
población. 

IV. Que la formación de lo~ servidores públicos ha adquirido mayor importancia 
dentro de los procesos de cambios institucionales, orientados a la mejora de 
la calidad en los servicios públicos que presta el Estado, con un enfoque integral 
basado en los Derechos Humanos, en la igualdad de Género y la Inclusión, 
para lo cual es necesario coordinar actividades, propuestas y esfuerzos 
interinstitucionales. 

V. Que existe la finalidad común de contribuir a que la formación profesional 
de los servidores de los entes estatales mejore de manera continua y 
permanente a fin de incrementar la calidad de los servicios públicos que 
recibe la población salvadoreña. 

EN CONSECUENCIA, las Partes ACORDAMOS: 

1. Establecer formalmente un mecanismo de coordinación y articulación que 
propicie la estandarización y aprovechamiento de metodologías, oportunidades de 
aprendizaje y debate, personal cualificado, materiales y otros recursos para 
contribuir al desarrollo y fortalecimiento de los procesos formativos de calidad 
de las instituciones públicas. 

2. Unificar esfuerzos, en la medida que sea compatible con las regulaciones 
propias de cada una de las partes, dirigidos a: 

a) Intercambiar información de dominio público sobre metodologías relativas a 
la formación presencial, semipresencial y/o virtual, contenidos, estrategias, 
prácticas institucionales, iniciativas y cualquier intercambio científico-técnico 
que contribuya a la creatividad e innovación de la oferta formativa de las 
i nstitu cio nes. 

b) Contribuir a la construcción y establecimiento de estándares compartidos 
para impulsar procesos homologados de enseñanza aprendizaje en el 
sector público bajo criterios de calidad consensuados. 

c) Apoyar procesos de "Formación de Formadores" entre los equipos técnicos 
de cada escuela o Centro de Formación, que mejoren la calidad de la 
formación de las personas servidoras públicas. 



d) Participar en la planificación y desarrollo de investigaciones, diagnósticos y 
estudios en temas de interés. 

e) Identificar, diseñar y promocionar proyectos conjuntos que fortalezcan las 
capacidades de las escuelas de Formación, incluyendo gestiones locales y 
de cooperación internacional. 

f) Integrar el enfoque de Derechos Humanos, igualdad de Género, Medio Ambiente 
e Inclusión en las actividades que se desarrollen. 

CLÁUSULAS. 

Cláusula Primera. Se establecerá una estructura de funcionamiento y 
organización acordada por sus integrantes, así como la regulación de sus bases y 
principios. Los planes, acuerdos o anexos de ejecución sobre actividades o asuntos 
específicos que se puedan establecer entre las partes, detallarán sus 
responsabilidades en cuanto a la difusión de los Derechos Humanos. 

Cláusula Segunda. La Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos 
se compromete a desarrollar Cursos Básicos en Derechos Humanos y Cursos 
Libres en Derechos Humanos y la Procuraduría General de la República se 
compromete a designar parte de su personal a fin de que reciba dichos cursos de 
manera responsable y con buen rendimiento proveyéndoles de los recursos 
tecnológicos y el tiempo necesario para ello. 

Cláusula Tercera. La __ Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos se 
compromete a desarrollar un Diplomado en Derechos Humanos donde se aborden 
las siguientes áreas: Derechos Humanos y Constitución, Género y Derechos de la 
Mujer, Derechos de la Niñez y de la Adolescencia, Derechos de las Personas con 
Discapacidad, Derechos de las Personas Adultas Mayores, Derechos de las 
Personas Migrantes y Derechos de las Personas de la Comunidad LGTBI. La 
Procuraduría General de la República se compromete a designar parte de su 
personal a fin de que reciba dicho diplomado de manera responsable y con buen 
rendimiento, proveyéndoles asimismo de los recursos tecnológicos y el tiempo 
necesario para ello, y acorde a la disponibilidad institucional y la carga de trabajo. 

Cláusula Cuarta. La Procuraduría General de la República se compromete a: 

a) Apoyar a la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos en el 
diseño, planeación y ejecución de proyectos formativos destinados a la difusión, 
promoción y defensa de los Derechos Humanos. 

b) Apoyar a la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos en el 
proceso de transmisión de competencias profesionales a otras instituciones 
públicas y privadas para la difusfón, promoción y defensa de los Derechos 
Humanos. 



c) Compartir con la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos 
información; diagnósticos, estudios e investigaciones que sean de utilidad para 
la difusión, promoción y defensa de los Derechos Humanos, siempre que no se 
trate de información privilegiada. 

d) Apoyar a la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos con la 
difusión, promoción y defensa de los Derechos Humanos, derechos de la niñez 
y adolescencia, derechos de la mujer, derechos de los migrantes entre otros. 

Cláusula Quinta. Cualquiera de las partes podrá solicitar su retiro de forma escrita, 
según la normativa de funcionamiento y sin perjuicio de finalizar las actividades 
iniciadas o los compromisos pendientes de terminación. 

Cláusula Sexta. Los enlaces de coordinación para la implementación de la Carta 
de Entendimiento serán la Dirección de la Escuela de Derechos Humanos de la 
Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos y la Secretaria General 
de la Procuraduría General de la República o sus respectivos delegados. 

Cláusula Séptima. La presente Carta de Entendimiento no implica erogaciones o 
asignaciones presupuestarias específicas para su implementación. 

Cláusula Octava. Las part~s podrán de común acuerdo, modificar o ampliar las 
cláusulas consignadas en esta Carta de Entendimiento. 

VIGENCIA. 

La duración de la presente Carta de Entendimiento será de UN año y surtirá efectos 
desde la fecha de su suscripción. Se prorrogará automáticamente por igual plazo, salvo 
que las partes establezcan por escrito un efecto distinto. 

En testimonio de lo acordado, suscribimos el presente documento bajo los 
Principios de Buena Fe y Responsabilidad, ratificamos su contenido y para 
constancia firmamos en dos originales de igual valor y tenor, en San Salvador, a 
los veintiocho días del mes de septiembre del ¡3ño dos mil veintiuno. 

Miri 

Procura)º¡ 
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